
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -  1ª instancia – 09 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00014-00

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Accionante:
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
PROCURADURÍA JUDICIAL II-10

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[E]n relación con las solicitudes consignadas en los puntos i, iv y vii 1º, 4º y 7º, ninguna solución aparece en en el oficio que se le remitió. Tales requerimiento, se recuerda, se relacionan con estos hechos: (i) Por qué “debio intervenir en mis acciones populares, pidiendo NULIDAD a fin que se continue con mi acción popular terminada anormalmente, con figura inexistente en la ley 472 de 1998, llamada desistimiento tacito… Y PIDO SE ME INFORME EN DERECHO POR QUE LOS PROCURADORES DELEGADOS EN MIS ACCIONES POPULARES EN PEREIRA RISARALDA NO ACTUAN Y SIMPLEMENTE PERMITEN QUE EL OPERADOR JUDICIAL INAPLIQUE LA LEY 472 DE 1998 (sic)…”; iv) se pida un listado completo a los Juzgados Civiles del Circuito de esta ciudad, relacionadas con todas las audiencias de pacto de cumplimiento; y vii) le asigne una cita para exponerle  su situación. Parecida es la situación en lo que respecta a la solicitud vi), en el sentido de que se oficiara al Comandante de la Policía Nacional, Eje Cafetero, Regional 3, para que le restablezca su esquema de seguridad, como quiera que simplemente se le indicó que debía acudir a la Agencia Nacional de Protección para que analizara el riesgo para su integridad personal y adoptara las medidas respectivas (f, 16), desconociendo con ello lo regulado por el artículo 21 de la Ley 1755 (…) En conclusión, se accederá a la protección del derecho de petición invocado frente al Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles con sede en la ciudad de Bogotá DC, Diego Estrada Giraldo, o quien haga sus veces y, en tal virtud, se le ordenará que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia dé respuesta a las solicitudes sobre las que dejó de pronunciarse, contenidas en los puntos 1, 4, y 7; y para que en lo que toca con la 6, proceda en la forma indicada por el artículo 21 de la ley 1755 de 2015. Se declarará superado el hecho respecto de las demás solicitudes.”.

   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, febrero nueve de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00014-00
Acta No. 63 de febrero 9 de 2017
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra la Procuraduría Judicial II-10, adscrita a la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles de Bogotá DC.

  



ANTECEDENTES




Javier Elías Arias Idárraga, en su propio nombre,  promovió esta acción de tutela contra el Procurador Judicial 10 de Bogotá, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por dicho funcionario público.
  



Pide que se le ordene al funcionario brindarle respuesta de fondo a lo solicitado en el derecho de petición que anexó a este trámite y que remitió por vía electrónica el 26 de diciembre de 2016 (f. 2 y 3).




Surtido el trámite, el accionado solicitó que se deniegue el amparo por carencia actual de objeto, como quiera que por medio del oficio número 151 del 20 de enero de 2017 dio respuesta  al accionante en los términos señalados en su petición, dirigida al correo electrónico suministrado para efectos de notificación, de la que aportó copia.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).
En este caso, Javier Elías Arias Idárraga, trata de poner a salvo el derecho de petición del que es titular, que se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable.
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó, sobre el derecho de petición, que:
…su núcleo esencial reside en una resolución pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una  respuesta de fondo y su notificación, lo anterior no necesariamente implica una respuesta afirmativa a la solicitud. Así pues, se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una contestación oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración por parte de la autoridad o del particular. 

 



Descendiendo al caso concreto, hay certeza de la solicitud de que da cuenta la demanda frente al Procurador Judicial II-10 de Bogotá, cuya dilación en la respuesta es la que originó la promoción d la acción. El funcionario accionado, sin embargo, dentro del término de traslado dio cuenta de haber expedido y notificado la contestación que se esperaba de su parte (f. 15 y 16).

  



Bajo este contexto es del caso reseñar que el interesado elevó, vía correo electrónica, una solicitud al accionado para que le informara: (i) Por qué “debio intervenir en mis acciones populares, pidiendo NULIDAD a fin que se continue con mi acción popular terminada anormalmente, con figura inexistente en la ley 472 de 1998, llamada desistimiento tacito… Y PIDO SE ME INFORME EN DERECHO POR QUE LOS PROCURADORES DELEGADOS EN MIS ACCIONES POPULARES EN PEREIRA RISARALDA NO ACTUAN Y SIMPLEMENTE PERMITEN QUE EL OPERADOR JUDICIAL INAPLIQUE LA LEY 472 DE 1998 (sic)…” ; (ii) por qué sus solicitudes de vigilancia judicial y administrativa nunca son admitidas en el Consejo Seccional o Superior de la Judicatura. En la primera de esas corporaciones le manifiestan que su petición es un escrito escueto, “pero olvidan que es un formato tipo que la misma administarcion (sic) de justicia me brindo (sic)”; (iii) se requiera a los procuradores delegados en sus acciones populares con el fin de que acrediten qué actuaciones han adelantado en las acciones populares que cursan en la ciudad de Pereira; (iv) se pida un listado completo a los Juzgados Civiles del Circuito de esta ciudad, relacionadas con todas las audiencias de pacto de cumplimiento; (v) se le nombren delegados del Ministerio Público que provengan de Bogotá en aras de que garanticen su derecho al debido proceso; (vi) se requiera al Comandante de la Policía Nacional de Pereira, con el fin de que reestablezca su esquema de seguridad, en razón a las amenazas de muerte que ha recibido; (vii) le asigne una cita para exponerle su situación, y (viii) se publiquen la petición y respuesta sobre el particular, en prensa hablada, puede ser a través de la emisora de la Policía Nacional, se envíe copia a la plenaria del Congreso de la República, al Procurador General de La Nación,  al Fiscal General de la Nación, al Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
  



El procurador accionado hizo una relación de los interrogantes planteados, seis en total; luego, se refirió a diez (10) puntos que desarrolló. De esa respuesta advierte la Sala que se plasman unos interrogantes y se brindan unas respuestas que no guardan relación con los pedimentos del actor; por el contrario, se dejaron de contestar algunas de las solicitudes. 

  



Confrontada la petición (f. 2), con el oficio 151 (f. 15), queda en evidencia la respuesta a las preguntas ii, iii, v y viii, clara, concreta y de fondo, pues se le dijo que el Consejo de la Judicatura es una entidad pública autónoma y, por tanto, el Ministerio Público no puede responder por la negativa a sus solicitudes de vigilancia administrativa; se le precisó que la intervención de los Procuradores Regionales se encauza en defensa del ordenamiento jurídico y de los derechos fundamentales de las partes, sin excepción alguna y están atentos hasta la finalización del respectivo proceso como vigilantes de los derechos colectivos; además, que una vez se entera al Ministerio Público de las acciones populares, es potestativa la intervención del procurador; que los funcionarios de la entidad en la especialidad civil, se encuentran radicados en la ciudad de Bogotá, a quienes debe informarse, por ende, sobre la admisión de acciones populares; y, finalmente,  del 8º se le indicó que la respuesta se envía “directamente a usted, quien ha pedido respuesta por parte del Ministerio Público”.
Tal comunicación se le dio a conocer al interesado por el correo electrónico que suministró para efectos de la notificación (f. 18), lo que ocurrió durante el trámite de esta acción, con lo que pudiera decirse que la omisión, por estos aspectos daba lugar a la vulneración del derecho invocado porque hasta cuando se presentó la demanda no había aún contestación y había transcurrido ya el término de 15 días con el que se contaba para ello, tal como lo prevé el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015. Sin embargo, se materializó la misma, de manera que la cuestión, por estas específicas solicitudes, se ubica en el plano de la carencia actual de objeto, pues se cristalizó el interés buscado con esta gestión excepcional. Así que por ello se declarará superado el hecho. 
 



Contrario a lo anterior, se tiene que en relación con las solicitudes consignadas en los puntos i, iv y vii 1º, 4º y 7º, ninguna solución aparece en en el oficio que se le remitió. Tales requerimiento, se recuerda, se relacionan con estos hechos: (i) Por qué “debio intervenir en mis acciones populares, pidiendo NULIDAD a fin que se continue con mi acción popular terminada anormalmente, con figura inexistente en la ley 472 de 1998, llamada desistimiento tacito… Y PIDO SE ME INFORME EN DERECHO POR QUE LOS PROCURADORES DELEGADOS EN MIS ACCIONES POPULARES EN PEREIRA RISARALDA NO ACTUAN Y SIMPLEMENTE PERMITEN QUE EL OPERADOR JUDICIAL INAPLIQUE LA LEY 472 DE 1998 (sic)…”; iv) se pida un listado completo a los Juzgados Civiles del Circuito de esta ciudad, relacionadas con todas las audiencias de pacto de cumplimiento; y vii) le asigne una cita para exponerle  su situación. 
    



Parecida es la situación en lo que respecta a la solicitud vi), en el sentido de que se oficiara al Comandante de la Policía Nacional, Eje Cafetero, Regional 3, para que le restablezca su esquema de seguridad, como quiera que simplemente se le indicó que debía acudir a la Agencia Nacional de Protección para que analizara el riesgo para su integridad personal y adoptara las medidas respectivas (f, 16), desconociendo con ello lo regulado por el artículo 21 de la Ley 1755, que reza:
  
Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”
  



En conclusión, se accederá a la protección del derecho de petición invocado frente al Procurador Judicial II-10 de la Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles con sede en la ciudad de Bogotá DC, Diego Estrada Giraldo, o quien haga sus veces y, en tal virtud, se le ordenará que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia dé respuesta a las solicitudes sobre las que dejó de pronunciarse, contenidas en los puntos 1, 4, y 7; y para que en lo que toca con la 6, proceda en la forma indicada por el artículo 21 de la ley 1755 de 2015. Se declarará superado el hecho respecto de las demás solicitudes.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE la protección del derecho de petición que invoca Javier Elías Arias Idárraga.




En consecuencia, se ordena al Procurador Judicial II-10-Procuraduría Delegada para Asuntos Civiles de Bogotá DC, Diego Estrada Giraldo, o quien haga sus veces o delegue para el evento, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a dar respuesta al accionante sobre la solicitud de que da cuenta esta demanda, en relación con los apartes que dejó de resolverle, concretamente los puntos 1, 4 y 7º; y a dar traslado a quien resulte competente, en el caso de la petición 6ª. 
 



Se declara superado el hecho en torno a las demás solicitudes.
  



De lo anterior, dará cuenta a este despacho. 

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 





A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-007 de 2017
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